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(enero 10 de 2012)

 
por medio de la cual se dictan disposiciones en materia de servicios públicos domiciliarios de energía

eléctrica, gas combustible por redes, acueducto, alcantarillado y aseo para hacer frente a cualquier

desastre o calamidad que afecte a la población nacional y su forma de vida.

 
El Congreso de Colombia,

 
 

DECRETA:
 
Artículo 1°. Aplicación de la ley.La presente ley se aplica a los prestadores,
suscriptores  y/o  usuarios  de  los  servicios  públicos  domiciliarios  de  energía
eléctrica, gas combustible por redes, acueducto, alcantarillado y aseo, localizados
en los municipios y/o distritos reportados oficialmente por la Unidad Nacional para
la Gestión del Riesgo de Desastres, en el Sistema Nacional para la Prevención y
Atención de Desastre o quien haga sus veces, como afectados o damnificados por
cualquier situación de desastre declarada por el Gobierno Nacional.

 
 
Artículo  2°.  Créase  el  Subsidio  Excepcional,  como  un  mecanismo  para
conjurar eventuales crisis que se generen en la prestación de los servicios públicos
domiciliarios  de  energía  eléctrica,  gas  combustible  por  redes,  acueducto,
alcantarillado y aseo con ocasión de cualquier fenómeno natural  que incida o
altere desastrosamente a la población nacional y su forma de vida.
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Este subsidio corresponderá a un porcentaje adicional al establecido en la Ley 142
de  1994  o  aquella  que  la  sustituya  o  modifique,  para  ser  aplicado  sobre  el
consumo de subsistencia o el costo medio de suministro del consumo, según sea el
caso,  así  como  el  valor  del  cargo  fijo  en  caso  de  que  este  sea  aplicable  y  será
financiado  con  aportes  de  la  Nación.  El  subsidio  se  podrá  reconocer  a  los
suscriptores y/o usuarios de los estratos subsidiables en los términos, condiciones
y  porcentajes  que  establezca  el  Ministerio  respectivo,  por  medio  de
reglamentación que emitirá en un plazo no mayor a noventa (90) días posteriores
a la fecha en que se sancione la presente ley.
 
Parágrafo 1°. Para el servicio de aseo el subsidio del que trata el presente artículo
se reconocerá sobre el valor de la factura que no sea cubierto por el subsidio de
que trata la Ley 142 de 1994  o aquellas que la sustituyan o modifiquen, en los
términos, condiciones y porcentajes que establezca el ministerio respectivo.
 
Parágrafo 2°. El Subsidio Excepcional aquí previsto se aplicará en máximo seis (6)
facturas correspondientes a un mes de consumo por suscriptor y/o usuario, cada
una, o tres (3) facturas en el evento en que la facturación sea bimestral.
 
 
Artículo 3°.  Excepción de facturación o pago.  Los  suscriptores  y/o  usuarios  de  los  servicios

públicos domiciliarios de energía eléctrica, gas combustible por redes, acueducto, alcantarillado y aseo

cuyosinmuebles,  por  causa  de  los  hechos  que  originen  la  declaratoria  de  situación  de  desastre  se

encuentren en situación que imposibilite la prestación del servicio, no serán sujeto de facturación o cobro

por ningún concepto, hasta tanto el inmueble recupere las condiciones necesarias para su funcionamiento y

el prestador garantice y restablezca la prestación del servicio. El prestador del servicio deberá verificar las

condiciones técnicas de seguridad, de tal  forma que no se generen riesgos para los suscriptores y/o

usuarios.

 

Para el efecto, los comités territoriales de gestión del riesgo de los municipios
afectados suministrarán a las Empresas prestadoras de servicios públicos el listado
de los inmuebles que se encuentren en esta situación, dentro de los diez (10) días
calendario siguientes a la ocurrencia de los hechos que originen la declaratoria de
situación de desastres.
 



Parágrafo 1°. Una vez restablecido el servicio, los suscriptores y/o usuarios de los
estratos subsidiables accederán al Subsidio Excepcional de que trata el artículo 2°
de la presente ley, por el tiempo que reste del término establecido en su parágrafo
2°.
 
Parágrafo  2°.  También  podrán  ser  beneficiarios  del  subsidio  excepcional  los
suscriptores  y/o  usuarios  damnificados  o  afectados  de  los  estratos  subsidiables
que hayan sido reubicados con ocasión de los hechos causantes de la declaratoria
de desastre, de acuerdo con la reglamentación que expida el respectivo Ministerio,
en un plazo no mayor a noventa (90)  días posteriores a la  fecha en que se
sancione la presente ley.
 
Parágrafo 3°. Para los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo las entidades
territoriales  destinarán  recursos  de  subsidios  del  Sistema  General  de
Participaciones  con  el  fin  de  garantizar  la  disponibilidad  permanente  de  estos
servicios, en los términos y condiciones que establezca la reglamentación que para
el efecto expida el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Territorial, en un plazo no
mayor a noventa (90) días posteriores a la fecha en que se sancione la presente
ley.
 
Parágrafo 4°. Los prestadores del servicio deberán reportar trimestralmente a la
entidad  definida  por  el  Gobierno  Nacional  la  información  de  subsidios
excepcionales otorgados a sus usuarios, un mes después de finalizado el trimestre.
El Gobierno Nacional realizará la transferencia de los recursos a los prestadores del
servicio, de la totalidad de los subsidios reportados, dentro de los treinta (30) días
calendario siguientes a la entrega de la información por parte de estos.
 
 
Artículo 4°.  Suscriptores y/o usuarios.  Los suscriptores y/o usuarios de los
estratos subsidiables de los servicios de energía eléctrica, gas combustible por
redes,  acueducto,  alcantarillado y aseo que tengan la  calidad de afectados o
damnificados  por  causa  de  los  hechos  que  originen  declaratoria  de  situación  de
desastre y sus viviendas mantengan las condiciones necesarias para la prestación
de  los  servicios  a  que  se  refiere  la  presente  ley,  serán  beneficiarios  del  Subsidio
Excepcional de que trata el artículo 2° en los términos que establezca para el
efecto  el  Ministerio  respectivo,  en  un  plazo  no  mayor  a  noventa  (90)  días
posteriores a la fecha en que se sancione la presente ley.



 
 
Artículo 5°.Prestadores de servicios. Las personas prestadoras de los servicios de que trata el artículo

2°,  podrán castigar las obligaciones correspondientes al último período de facturación inmediatamente

anterior al  acaecimiento del  desastre natural  o establecer políticas de alivio y acuerdo de pago, que

incluyan períodos de gracia después de ocurrido el desastre, a cargo de los suscriptores y/o usuarios

afectados  o  damnificados  por  los  hechos  que  dieron  lugar  a  la  declaratoria  de  desastre  o  calamidad que

afecte a la población nacional y su forma de vida.

 
 
Artículo 6°. Registros de damnificados o afectados. Los Comités Locales de Prevención y Atención de

Desastres  o  quienes  hagan  sus  veces,  de  los  municipios  afectados  suministrarán  a  las  Empresas

prestadoras  de servicios  públicos  los  registros  de las  instalaciones de los  inmuebles  de los  usuarios

damnificados  o  afectados,  los  cuales  deberán  contar  con  el  aval  del  respectivo  Comité  Regional  para  la

Prevención y Atención de Desastres o quien haga sus veces y de una entidad operativa del Sistema

Nacional para la Prevención y Atención o quien haga sus veces o las entidades que designe el Gobierno

Nacional para el efecto.

 
 
Artículo 7°. Con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Calamidades y por
una sola vez por emergencia y por usuario, se subsidiarán las conexiones a los
servicios públicos domiciliarios de los usuarios en estratos 1, 2 y 3 que hayan sido
afectados y que se encuentren en el registro que para el efecto determinará el
comité local de prevención y atención de desastres.
 
 
Artículo 8°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación, deroga y
modifica todas las disposiciones que le sean contrarias.
 
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
Juan Manuel Corzo Román.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.



 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Simón Gaviria Muñoz.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes,

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 10 de enero de 2012.

 
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Carlos Echeverry Garzón.

 

La Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio,
Beatriz Elena Uribe Botero.

 

El Ministro de Minas y Energía,
Mauricio Cárdenas Santa María.



LEY 1505 DE 2012
LEY 1505 DE 2012

LEY 1505 DE 2012
 

(enero 5 de 2012)

 
por medio de la cual se crea el Subsistema Nacional de Voluntarios de Primera Respuesta y se otorgan

estímulos a los voluntarios de la Defensa Civil, de los Cuerpos de Bomberos de Colombia y de la Cruz Roja

Colombiana y se dictan otras disposiciones en materia de voluntariado en primera respuesta.

 

El Congreso de Colombia

 

DECRETA:

 

Capítulo I

Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera Repuesta

 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto crear el
Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera Respuesta como
parte  del  Sistema  Nacional  de  Prevención  y  Atención  de
Desastres, así como reconocer y estimular la labor de los
voluntarios que hacen parte del mismo y potenciar su formación
y competencias ciudadanas.
 
 
Artículo 2°. Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera Respuesta.  Créese el  Subsistema
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Nacional de Voluntarios en Primera Respuesta.

 

Este Subsistema es el conjunto de entidades que realizan acciones voluntarias en
primera  respuesta  a  nivel  nacional  en  atención  y  prevención  de  desastres,
emergencias y eventos antrópicos.

 

El  Subsistema  Nacional  de  Voluntarios  en  Primera  Respuesta  hace  parte  del
Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres.

 
 

Artículo 3°.  Integrantes.  El  Subsistema  Nacional  de  Voluntarios  en  Primera  Respuesta  estará

integrado por:

 

a) Los voluntarios acreditados y activos de la Defensa Civil Colombiana.

 

b) Los voluntarios acreditados y activos de la Cruz Roja Colombiana.

 

c) Los voluntarios acreditados y activos de los Cuerpos de Bomberos.

 

d)  Demás entidades autorizadas por  el  Comité Nacional  para la  Prevención y
Atención de Desastres de conformidad con el artículo 16 de la presente ley.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional



Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-234-14 según

Comunicado de Prensa de 9 de abril de 2014, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

 
 

Artículo 4°. Voluntario. Para efectos de la presente ley en concordancia con la Ley 720 del 2001, se

entiende como “voluntario toda persona natural que libre y responsablemente sin recibir remuneración de

carácter laboral ofrece, tiempo, trabajo y talento para la construcción del bien común” en las entidades que

trata el artículo 2° de esta ley.

 
 
Artículo 5°. Deberes de los integrantes del sistema. Los integrantes del Subsistema Nacional de

Voluntarios en Primera Respuesta deberán:

 

1.  Crear  o  fortalecer  grupos  élites  o  de  avanzada,  integrados  por  aquellos
voluntarios  operativos  con  capacidad  de  intervención  inmediata  en  una
emergencia  o  desastre.

 

2. El Gobierno Nacional a través del Sistema Nacional de Voluntarios facilitará que
sus integrantes tengan entrenamiento adecuado y actualizado para la prevención
y atención de desastres y emergencias; para lo cual promoverá el otorgamiento de
becas e incentivos.

 

El Gobierno Nacional tendrá un plazo de seis (6) meses a partir de la promulgación
de esta ley para reglamentar esta materia.

 

3. Estar debidamente acreditados por las instituciones para prestar servicios de
primera respuesta ante cualquier emergencia.

 

4.  Apoyar  a  cualquier  integrante  del  Cuerpo  de  Primera  Respuesta,  que



previamente  se  haya  hecho  presente  ante  cualquier  emergencia,  desastre  y
evento antrópico.

 

5. Estar entrenados en materia de Primeros Auxilios y Primera Respuesta Médica.

 

6.  Contar  con  las  competencias  técnicas,  humanas  y  conceptuales  como
sensibilidad  social,  compromiso  con  los  fines  de  la  organización,  visión  global,
habilidades para comunicarse, capacidad para representar a la entidad y otras
relacionadas.

 

7. Dichas competencias técnicas, humanas y conceptuales deben ser evaluadas y
valoradas por cada entidad con una periodicidad de cada dos (2) años.

 

8. Crear y actualizar permanentemente una base única de datos de los voluntarios
activos y acreditados y reportar esta información semestralmente al Ministerio del
Interior o a la entidad que haga sus veces.

 
 

Capítulo II

Estímulos

 

Artículo 6°. Educación. Las instituciones de educación superior formal y las instituciones de

educación para el trabajo y el desarrollo humano, tendrán en cuenta la calidad de voluntario activo de la

Defensa Civil Colombiana, el Cuerpo de Bomberos y la Cruz Roja Colombiana para otorgar beneficios en las

matrículas y créditos, de acuerdo con lo establecido en sus reglamentos internos.

 
 



Artículo 7°. Vivienda. Podrán acceder de forma prioritaria a los subsidios de vivienda o programas de

vivienda de interés social, los hogares en los cuales por lo menos uno de sus integrantes sea un voluntario

activo de las entidades que integren el Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera Respuesta.

 

El subsidio familiar de vivienda, se otorgará de conformidad con la normatividad
vigente que regula la materia, en cualquiera de sus modalidades.

 

Parágrafo. El Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial en un término
no mayor a seis (6) meses contados a partir de la promulgación de la presente ley,
reglamentará las condiciones especiales de acceso a los programas del presente
artículo.

 
 

Artículo 8°. Servicios públicos e impuestos.A iniciativa del Alcalde, los Concejos Municipales y

Distritales, podrán establecer las tarifas especiales o exonerar del pago de servicios públicos domiciliarios,

de gravámenes e impuestos Distritales y Municipales, a los inmuebles destinados como sedes y/o campos

de entrenamiento de las entidades que hacen parte del Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera

Respuesta.

 
 

Artículo 9°. Seguridad social. Los voluntarios activos de la Defensa Civil Colombiana, de los Cuerpos

de Bomberos de Colombia y la Cruz Roja Colombiana, así como sus parientes dentro del primer grado de

consanguinidad  o  civil,  y  su  cónyuge  compañero  o  compañera  permanente,  serán  afiliados  al  régimen

subsidiado en salud de forma prioritaria; salvo que sean cotizantes o beneficiarios del régimen contributivo.

 

Adicionalmente los  voluntarios  activos de la  Defensa Civil  Colombiana,  de los
Cuerpos  de  Bomberos  de  Colombia  y  la  Cruz  Roja  Colombiana  serán  afiliados  al
Régimen  de  Riesgos  Profesionales  (ARP)  y  gozarán  de  todos  sus  beneficios.

 

Parágrafo 1°. El Ministerio de Protección Social, en un término no mayor a seis (6)



meses contados a partir de la promulgación de la presente ley, reglamentará las
condiciones especiales de acceso a los programas del presente artículo.

 

Parágrafo 2°. El cubrimiento de la afiliación de los voluntarios a la ARP será través
de la Dirección de Gestión del Riesgo del Ministerio del Interior y de Justicia.

 
 

Artículo 10. Permanencia. Los estímulos establecidos en los artículos 6° y 7° de la presente ley se

aplicarán a los voluntarios activos de las entidades que integren el Subsistema Nacional de Voluntarios en

Primera Respuesta, que acrediten su permanencia continua desde su ingreso a la respectiva entidad por un

mínimo de tres (3) años, una vez se adquiera algún beneficio deberá permanecer como voluntario por un

término igual.

 

Parágrafo.  La  certificación  para  acreditar  el  tiempo  de  permanencia  de  los
voluntarios activos será expedida por el Ministerio del Interior o quien haga sus
veces,  a  través  de  la  creación  de  las  Bases  de  Datos  Única  de  Voluntarios
pertenecientes al Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera Respuesta.

 
 

Capítulo III

Disposiciones varias

 

Artículo 11. Convenios. El Gobierno Nacional deberá promover
la firma de convenios con las entidades que hacen parte del
Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera Respuesta, que
les permita tener un campo de acción más amplio y a su vez
suscite la vinculación permanente de personal voluntario.
 
 
Artículo 12. Apoyo logístico. El Ministerio del Interior en conjunto con otra u otras entidades del orden



nacional e internacional, podrán dotar de elementos necesarios para la prevención y atención de desastres,

emergencias y fenómenos antrópicos a las entidades integrantes del Subsistema Nacional de Voluntarios en

Primera Respuesta.

 

Parágrafo. El Ministerio del Interior, en un término no mayor a seis (6) meses
contados  a  partir  de  la  promulgación  de  la  presente  ley,  reglamentará  lo
estipulado en el presente artículo.

 
 

Artículo 13. Permiso a voluntarios. Los empleadores otorgarán permisos para ausentarse del lugar

de trabajo, sin que se suspenda la relación laboral y las obligaciones con el empleado, a los miembros del

Subsistema  Nacional  de  Voluntarios  en  Primera  Respuesta  cuando  se  deba  atender  un  desastre,

emergencia o evento antrópico, lo anterior de conformidad con las normas que regulen la materia.

 
 
Artículo 14. Acceso a cargos públicos. Aquellas personas que presten sus servicios como Voluntarios

acreditados y activos de las entidades que integren el Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera

Respuesta,  con un tiempo no inferior a cinco (5) años acreditados por la respectiva entidad o quien

determine la ley, se le reconocerá un puntaje dentro del proceso de selección para acceder a cargos

públicos en cualquier entidad del Estado. Lo anterior deberá ser reglamentado por La Comisión Nacional del

Servicio Civil  en un término no superior a seis (6) meses contados a partir de la promulgación de la

presente ley.

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-123-13 de 13 de

marzo de 2013, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

 
*texto original de la Ley 1505 de 2012*

 



Artículo 14. Acceso a cargos públicos. Aquellas personas que presten sus servicios como Voluntarios

acreditados y activos de las entidades que integren el Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera

Respuesta, con un tiempo no inferior a cinco (5) años acreditados por la respectiva entidad o quien

determine la ley, se le reconocerá un puntaje dentro del proceso de selección para acceder a cargos

públicos en cualquier entidad del Estado. Lo anterior deberá ser reglamentado por La Comisión Nacional

del Servicio Civil en un término no superior a seis (6) meses contados a partir de la promulgación de la

presente ley.

 
 

Artículo 15. Comunicaciones. El Ministerio de las Tecnologías de la Información y Comunicaciones en

lo referente al uso del espectro electromagnético y frecuencias de radiocomunicaciones utilizadas por el

Subsistema  Nacional  de  Voluntarios  en  Primera  Respuesta  en  sus  actividades  operacionales  y

administrativas propias del cumplimiento de la misión institucional, exonerará a esa entidad del pago de

cualquier tarifa para su adjudicación y uso, sin que por ello pierda la propiedad, control y vigilancia.

 
 
Artículo 16. Inclusión de nuevas entidades en el Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera

Respuesta. El Comité Nacional para la Prevención y Atención de Desastres incluirá nuevas entidades en el

Subsistema Nacional de Voluntarios de Primera Respuesta con base en los siguientes requisitos:

 

1.  Cobertura  Nacional,  según Decreto  Reglamentario  del  Sistema Nacional  de
Voluntarios 4290 de 2005, artículo 17 parágrafo 1°.

 

2. Tener como mínimo 10 años de funcionamiento y que en su objeto social sea de
carácter de primera respuesta para emergencias públicas.

 

3. Demostrar participaciones en emergencias y desastres ininterrumpidas a lo
largo de su existencia.

 

4. Capacidad Técnica.



 

5. Capacidad Logística.

 

Los voluntarios de las entidades que se incluyan en el Subsistema gozarán de los
beneficios consignados en la presente ley.

 

El Ministerio del Interior reglamentará lo previsto en este artículo en el término de
doce (12) meses, contados a partir de la vigencia de la presente ley.
 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Corte Constitucional, Sentencia C-234-14 según Comunicado de Prensa de 9 de abril de 2014,

Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

 
 

Artículo 17. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las

disposiciones que le sean contrarias.

 
El Presidente del honorable Senado de la República,

Juan Manuel Corzo Román.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Simón Gaviria Muñoz.



 

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes,

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 5 de enero de 2012.

 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

 

El Ministro del Interior,

Germán Vargas Lleras.

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Juan Carlos Echeverry Garzón.

 

El Viceministro de Vivienda y Desarrollo Territorial del
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio encargado de las
funciones del despacho de la Ministra de Vivienda, Ciudad y

Territorio,
Julio Miguel Silva Salamanca.



LEY 1504 DE 2011
LEY 1504 DE 2011

LEY 1504 DE 2011
(diciembre 30 de 2011)

por medio de la cual se modifica el Programa Nacional de
Reactivación Agropecuaria – PRAN.

*Notas de vigencia*
 

Modificada por la Ley 1694 de 2013,  publicada en el Diario Oficial No. 49007 de 17 de diciembre de

2013: "Por la cual se modifican normas del Estatuto Tributario y se dictan otras disposiciones".

 

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. *Modificado por laLey 1694 de 2013, nuevo texto:* Los
deudores del Programa Nacional de Reactivación Agropecuaria,
PRAN Agropecuario, de que trata el Decreto número 967 de 2000,
PRAN Cafetero, PRAN Alivio Deuda Cafetera y PRAN Arrocero, de
que tratan los Decretos números 1257 de 2001,931 de 2002, 2795
de 2004 y 2841 de 2006 y los deudores del Fondo de Solidaridad
Agropecuario- Fonsa, creado por la Ley 302 de 1996, podrán
extinguir las obligaciones a su cargo, pagando de contado
hasta el 31 de diciembre de 2014, un valor igual a aquel que
Finagro pagó al momento de la adquisición de la respectiva
obligación,  descontando  los  abonos  a  capital  que  hubiere
efectuado el deudor. Esto no implicará una reducción en el
plazo  para  el  pago  de  las  obligaciones  con  vencimientos
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posteriores a citada fecha.

*Nota de vigencia*
 

Inciso 1° modificado por el artículo 2° de la Ley 1694 de 2013, publicada en el Diario Oficial No. 49007

de 17 de diciembre de 2013: "Por la cual  se modifican normas del  Estatuto Tributario y se dictan otras

disposiciones".

 
*Texto original de la Ley 1504 de 2011*
 

Artículo 1°. Programa de Reactivación Agropecuaria Nacional, PRAN. Los deudores del Programa

Nacional de Reactivación Agropecuaria, PRAN Agropecuario, de que trata el Decreto 967 de 2000, y los

deudores de los programas PRAN Cafetero, PRAN Alivio Deuda Cafetera y PRAN Arrocero, de que tratan

los  Decretos  1257 de 2001,  931 de 2002,  2795 de 2004,  y  2841 de 2006,  podrán extinguir  las

obligaciones a su cargo, mediante el pago de contado dentro de los veinticuatro (24) meses siguientes a

la entrada en vigencia de esta ley del valor que resulte mayor entre el treinta por ciento (30%) del saldo

inicial de la obligación a su cargo con el referido Programa, y el valor que Finagro pagó al momento de

adquisición de la respectiva obligación. Sin perjuicio de lo anterior, aquellos deudores que hayan realizado

abonos a capital, podrán extinguir sus obligaciones cancelando la diferencia entre el valor antes indicado

y los abonos previamente efectuados.

Parágrafo  1°.  Aquellos  deudores  que  se  acogieron  a  los
términos de los Decretos 4222 de 2005, 3363 de 2007, 4678 de
2007  o  4430  de  2008,  este  último  en  cuanto  a  las
modificaciones introducidas a los artículos 6° del Decreto
1257 de 2001 y 10 del Decreto 2795 de 2004, podrán acogerse a
lo previsto en la presente ley, en cuyo caso se reliquidará la
obligación refinanciada, para determinar el valor a pagar.

Parágrafo 2°. Para acogerse a las condiciones establecidas en
la presente ley, los deudores deberán presentar el Paz y Salvo
por concepto de seguros de vida, honorarios, gastos y costas
judiciales, estos últimos, cuando se hubiere iniciado contra
ellos el cobro de las obligaciones.

Parágrafo 3°. *Modificado por la Ley 1694 de 2013, nuevo texto:*
Finagro,  o  el  administrador  o  acreedor  de  todas  las



obligaciones de los programas PRAN y Fonsa, deberá abstenerse
de adelantar su cobro judicial hasta el 31 de diciembre de
2014,  término  este  dentro  del  cual  se  entienden  también
suspendidos los procesos que se hubieren iniciado, así como la
prescripción de dichas obligaciones y sus garantías, conforme
a la ley civil. Lo anterior sin perjuicio del trámite de los
procesos concursales”.

*Nota de vigencia*
 

Inciso 1° del parágrafo 3° modificado por el artículo 2° de la Ley 1694 de 2013, publicada en el Diario

Oficial No. 49007 de 17 de diciembre de 2013: "Por la cual se modifican normas del Estatuto Tributario y

se dictan otras disposiciones".

 
*Texto original de la Ley 1504 de 2011*
 

Parágrafo 3°. Finagro, o el administrador o acreedor de todas las obligaciones de los Programas PRAN,

deberá abstenerse de adelantar su cobro judicial por el término de los veinticuatro (24) meses contado a

partir de la vigencia de la presente ley, término este dentro del cual se entienden también suspendidos

los procesos que se hubieren iniciado, así como la prescripción de dichas obligaciones, conforme a la ley

civil. Lo anterior sin perjuicio del trámite de los procesos concursales.

No obstante la suspensión de la prescripción por el término
señalado en el inciso anterior, Finagro o el administrador o
acreedor de las obligaciones de los Programas PRAN, tendrá la
atribución de iniciar y adelantar procesos judiciales de cobro
a partir del 1o de octubre del 2012 contra los deudores que no
hayan cumplido todos los requisitos para acceder al beneficio
y los plazos vencidos de sus obligaciones ameriten, a juicio
de Finagro, el inicio del cobro. Dichos nuevos procesos no
estarán sometidos a la suspensión del inciso anterior. En todo
caso, el deudor demandado conservará el beneficio para el pago
previsto  en  el  inciso  1°  del  presente  artículo  y  en  el
parágrafo 2°.

Parágrafo 4°. Finagro, o el administrador o acreedor de las



obligaciones  de  los  programas  PRAN,  deberá  abstenerse  de
adelantar el cobro judicial contra un deudor, cuando el monto
total  del  respectivo  endeudamiento  por  capital  para  las
distintas  obligaciones  en  los  programas  de  los  que  sea
administrador o creador sea igual o inferior a $3.500.000 del
año de expedición de la presente ley. Para su recuperación
solo se adelantará cobro prejudicial.

Parágrafo  5°.  Los  abonos  parciales  realizados  durante  la
vigencia de las Leyes 1328 de 2009,1380 de 2010 y 1430 de 2010
a las obligaciones PRAN de que trata el presente artículo,
serán aplicados con el beneficio aquí indicado, disminuyendo
el capital de la obligación en la misma proporción a la que
corresponda la relación del abono frente al valor del pago
mínimo fijado por la ley.

Aquellos deudores que realizaron el pago mínimo de capital y
prima de seguros de la obligación adeudada, bajo la vigencia
de las Leyes 1328 de 2009, Ley 1380 de 2010 y Ley 1430 de 2010
y  que  encontrándose  al  cobro  judicial,  posteriormente
acreditaron  el  pago  de  los  honorarios  de  abogado,  se  les
condonará el valor de las primas de seguros que se hayan
causado entre el pago mínimo y la presentación del paz y salvo
de honorarios, valor que en consecuencia será asumido por el
respectivo programa PRAN siempre y cuando dichos valores no
sean reintegrados por la aseguradora.
 
 
Artículo 2°. La presente ley comienza a regir a partir de la
fecha de su publicación.
 

El Presidente del honorable Senado de la República
Juan Manuel Corzo Román

 
El Secretario General del honorable Senado de la República

Emilio Ramón Otero Dajud

 



El Presidente de la honorable Cámara de Representantes
Simón Gaviria Muñoz

 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representante
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2011

 
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

 
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural

Juan Camilo Restrepo Salazar

LEY 1503 DE 2011
LEY 1503 DE 2011

 

LEY 1503 DE 2011
(diciembre 29 de 2011)

por la cual se promueve la formación de hábitos,
comportamientos y conductas seguros en la vía y se dictan

otras disposiciones.
 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1503-de-2011/


 

*Nota de Vigencia*  

 
Modificado por el Decreto 1811 de 2016, publicado por el diario oficial N° 50.033 Viernes, 21 de octubre

de 2016, "por la cual se otorgan incentivos para promover el uso de la bicicleta en el territorio nacional y

se modifica el Código Nacional de Tránsito."

 
 
 
 

El Congreso de Colombia
 
 

DECRETA
 

 

 
 
Artículo 1. Objeto. *Modificado por el Decreto 1811 de 2016,
nuevo  texto*  La  presente  ley  tiene  por  objeto  definir
lineamientos  generales  en  educación,  responsabilidad  social
empresarial y acciones estatales y comunitarias para promover
en las personas la formación de hábitos, comportamientos y
conductas seguros en la vía y en consecuencia, la formación de
criterios autónomos, solidarios y prudentes para la toma de
decisiones en situaciones de desplazamiento o de uso de la vía
pública, de tal manera que:
a) Se contribuya a que la educación en seguridad vial y la
responsabilidad como actores de la vía sean asuntos de interés
público y objeto de debate entre los ciudadanos;

b) Se impulsen y apoyen campañas formativas e informativas de
los proyectos de investigación y de desarrollo sobre seguridad



vial;

c) Se concientice a peatones, pasajeros y conductores sobre la
necesidad de lograr una movilidad racional y sostenible;

d) Se concientice a autoridades, entidades, organizaciones y
ciudadanos de que la educación vial no se basa solo en el
conocimiento de normas y reglamentaciones, sino también en
hábitos, comportamientos y conductas;

e)  Se  establezca  una  relación  e  identidad  entre  el
conocimiento  teórico  sobre  las  normas  de  tránsito  y  el
comportamiento en la vía;

f) Se impulsen y apoyen campañas formativas e informativas
sobre el uso de la bicicleta como medio de transporte en todo
el territorio nacional.

Parágrafo 1. El Gobierno nacional incluirá dentro del Plan
Nacional de Seguridad Vial las medidas necesarias que permitan
incentivar el uso de la bicicleta como medio de transporte en
el territorio nacional, de un modo responsable y de respeto a
todos los usuarios de los medios de transporte.

Parágrafo  2.  El  Gobierno  nacional  reglamentará  la
obligatoriedad, las características técnicas y los materiales
de  los  cascos  para  biciusuarios  antes  de  tres  (3)  meses
después de promulgada esta ley.
 

 
*Nota de Vigencia*  

 
Artículo modificado por el artículo 1 delDecreto 1811 de 2016, publicado por el diario oficial N° 50.033

Viernes, 21 de octubre de 2016, "por la cual se otorgan incentivos para promover el uso de la bicicleta en

el territorio nacional y se modifica el Código Nacional de Tránsito."

 



*Texto Original del Decreto 1503 de 2016*
 

Artículo  1.  Objeto.  La  presente  ley  tiene  por  objeto  definir  lineamientos  generales  en  educación,

responsabilidad social empresarial y acciones estatales y comunitarias para promover en las personas la

formación de hábitos, comportamientos y conductas seguros en la vía y en consecuencia, la formación de

criterios autónomos, solidarios y prudentes para la toma de decisiones en situaciones de desplazamiento

o de uso de la vía pública, de tal manera que:

a) Se contribuya a que la educación en seguridad vial y la responsabilidad como actores de la vía sean

asuntos de interés público y objeto de debate entre los ciudadanos;

b) Se impulsen y apoyen campañas formativas e informativas de los proyectos de investigación y de

desarrollo sobre seguridad vial;

c) Se concientice a peatones, pasajeros y conductores sobre la necesidad de lograr una movilidad racional

y sostenible;

d) Se concientice a autoridades, entidades, organizaciones y ciudadanos de que la educación vial no se

basa solo en el conocimiento de normas y reglamentaciones, sino también en hábitos, comportamientos y

conductas;

e) Se establezca una relación e identidad entre el conocimiento teórico sobre las normas de tránsito y el

comportamiento en la vía.

 
 
Artículo 2. Actores de la vía. Son actores de la vía, todas
las personas que asumen un rol determinado, para hacer uso de
las vías, con la finalidad de desplazarse entre un lugar y
otro, por lo tanto se consideran actores de tránsito y de la
vía los peatones, los transeúntes, los pasajeros y conductores
de vehículos automotores y no automotores, los motociclistas,
los ciclistas, los acompañantes, los pasajeros, entre otros.
 
 
 

CAPÍTULO II
Lineamientos en educación en seguridad vial

 
 



Artículo  3.  Educación  Vial.La  educación  vial  consiste  en
acciones educativas, iniciales y permanentes, cuyo objetivo es
favorecer y garantizar el desarrollo integral de los actores
de la vía, tanto a nivel de conocimientos sobre la normativa,
reglamentación y señalización vial, como a nivel de hábitos,
comportamientos,  conductas,  y  valores  individuales  y
colectivos, de tal manera que permita desenvolverse en el
ámbito de la movilización y el tránsito en perfecta armonía
entre  las  personas  y  su  relación  con  el  medio  ambiente,
mediante actuaciones legales y pedagógicas, implementadas de
forma global y sistémica, sobre todos los ámbitos implicados y
utilizando los recursos tecnológicos más apropiados.
 
El fin último de la educación vial es el logro de una óptima
seguridad vial.
 
Por ello, la educación vial debe:
 
1. Ser permanente, acompañando el desarrollo de la persona en
todas sus etapas de crecimiento.
 
2. Ser integral, transmitiendo conocimientos, habilidades y
comportamientos positivos.
 
3.  Estar  basada  en  valores  fundamentales,  como  lo  son  la
solidaridad, el respeto mutuo, la tolerancia, la justicia,
etc.
 
4. Lograr la convivencia en paz entre todos los actores de la
vía.
 
 
Artículo 4. Adiciónese un literal (i) al artículo 13 de la Ley
115 de 1994, que quedará así:

Artículo  13.  Objetivos  comunes  de  todos  los  niveles.  Es
objetivo  primordial  de  todos  y  cada  uno  de  los  niveles



educativos el desarrollo integral de los educandos mediante
acciones estructuradas encaminadas a:
 
a)  Formar  la  personalidad  y  la  capacidad  de  asumir  con
responsabilidad y autonomía sus derechos y deberes;
 
b)  Proporcionar  una  sólida  formación  ética  y  moral,  y
fomentar la práctica del respeto a los Derechos Humanos;
 
c)  Fomentar  en  la  institución  educativa,  prácticas
democráticas para el aprendizaje de los principios y valores
de la participación y organización ciudadana y estimular la
autonomía y la responsabilidad;
 
d)  Desarrollar  una  sana  sexualidad  que  promueva  el
conocimiento de sí mismo y la autoestima, la construcción de
la identidad sexual dentro del respeto por la equidad de los
sexos, la afectividad, el respeto mutuo y prepararse para una
vida familiar armónica y responsable;
 
e)  Crear  y  fomentar  una  conciencia  de  solidaridad
internacional;
 
f) Desarrollar acciones de orientación escolar, profesional y
ocupacional;
 
g) Formar una conciencia educativa para el esfuerzo y el
trabajo, y
 
h) Fomentar el interés y el respeto por la identidad cultural
de los grupos étnicos;
 
i) El Ministerio de Educación Nacional, mediante un trabajo
coordinado con el Ministerio de Transporte, el Ministerio de
Salud y Protección Social y con apoyo del Fondo de Prevención
Vial, orientará y apoyará el desarrollo de los programas
pedagógicos  para  la  implementación  de  la  enseñanza  en



educación vial en todos los niveles de la educación básica y
media.

 
 
Artículo 5. Adiciónese un literal (f) al artículo 14 de la Ley
115 de 1994, que quedará así:

Artículo  14.  Enseñanza  obligatoria.  En  todos  los
establecimientos oficiales o privados que ofrezcan educación
formal  es  obligatoria  en  los  niveles  de  la  educación
preescolar,  básica  y  media  cumplir  con:
 
a)  El  estudio,  la  comprensión  y  la  práctica  de  la
Constitución y la instrucción cívica, de conformidad con el
artículo  41  de  la  Constitución  Política.  Dentro  de  la
capacitación  a  que  se  refiere  este  literal,  deberán
impartirse  nociones  básicas  sobre  jurisdicción  de  paz,
mecanismos alternativos de solución de conflictos, derecho de
familia, derecho laboral y contratos más usuales;
 
b) El aprovechamiento del tiempo libre, el fomento de las
diversas culturas, la práctica de la educación física, la
recreación y el deporte formativo, para lo cual el Gobierno
promoverá y estimulará su difusión o desarrollo;
 
c) La enseñanza de la protección del ambiente, la ecología y
la preservación de los recursos naturales, de conformidad con
lo establecido en el artículo 67 de la Constitución Política;
 
d) La educación para la justicia, la paz, la democracia, la
solidaridad,  la  confraternidad,  el  cooperativismo  y,  en
general, la formación de los valores humanos, y
 
e) La educación sexual, impartida en cada caso de acuerdo con
las  necesidades  psíquicas,  físicas  y  afectivas  de  los
educandos según su edad;



 
f) El desarrollo de conductas y hábitos seguros en materia de
seguridad vial y la formación de criterios para avaluar las
distintas consecuencias que para su seguridad integral tienen
las situaciones riesgosas a las que se exponen como peatones,
pasajeros y conductores.
 
Parágrafo 1. El estudio de estos temas y la formación en
tales  valores,  salvo  los  literales  a)  y  b),  no  exige
asignatura específica. Esta información debe incorporarse al
currículo y desarrollarse a través todo en plan de estudios.
 
Parágrafo 2. Los programas a que hace referencia el literal
b)  del  presente  artículo  serán  presentados  por  los
establecimientos educativos a la Secretaría de Educación del
respectivo municipio o ante el organismo que haga sus veces
para su financiación con cargo a la participación de los
ingresos corrientes de la Nación destinados por la ley para
tales áreas de inversión social.

 
Artículo 6. Adiciónese un literal (k) al artículo 16 de la Ley
115 de 1994, que quedará así:
Artículo  16.  Objetivos  específicos  de  la  educación
preescolar. Son objetivos específicos del nivel preescolar:
 
a) El conocimiento del propio cuerpo y de sus posibilidades
de  acción,  así  como  la  adquisición  de  su  identidad  y
autonomía;
 
b) El crecimiento armónico y equilibrado del niño, de tal
manera que facilite la motricidad, el aprestamiento y la
motivación para la lecto-escritura y para las soluciones de
problemas que impliquen relaciones y operaciones matemáticas;
 
c)  El  desarrollo  de  la  creatividad,  las  habilidades  y
destrezas propias de la edad, como también de su capacidad de



aprendizaje;
 
d)  La  ubicación  espacio-temporal  y  el  ejercicio  de  la
memoria;
 
e) El desarrollo de la capacidad para adquirir formas de
expresión,  relación  y  comunicación  y  para  establecer
relaciones de reciprocidad y participación, de acuerdo con
normas de respeto, solidaridad y convivencia;
 
f) La participación en actividades lúdicas con otros niños y
adultos;
 
g) El estímulo a la curiosidad para observar y explorar el
medio natural, familiar y social;
 
h)  El  reconocimiento  de  su  dimensión  espiritual  para
fundamentar  criterios  de  comportamiento;
 
i) La vinculación de la familia y la comunidad al proceso
educativo para mejorar la calidad de vida de los niños en su
medio, y
 
j) La formación de hábitos de alimentación, higiene personal,
aseo y orden que generen conciencia sobre el valor y la
necesidad de la salud;
 
k) La adquisición de hábitos de observación visual, auditiva
y psicomotriz para la creación de actitudes y comportamientos
de prevención frente al tránsito, respeto a las normas y
autoridades, y actitudes de conciencia ciudadana en materia
de uso de la vía.

 
 
Artículo 7. Adiciónese un literal (i) al artículo 30 de la Ley
115  de  1994  y  adiciónense  dos  literales,  con  los  que  el



artículo 30 quedará así:

Artículo 30. Objetivos específicos de la educación media
académica.Son objetivos específicos de la educación media
académica:
 
a) La profundización en un campo del conocimiento o en una
actividad  específica  de  acuerdo  con  los  intereses  y
capacidades  del  educando;
 
b)  La  profundización  en  conocimientos  avanzados  de  las
ciencias naturales;
 
c)  La  incorporación  de  la  investigación  al  proceso
cognoscitivo,  tanto  de  laboratorio  como  de  la  realidad
nacional, en sus aspectos natural, económico, político y
social;
 
d) El desarrollo de la capacidad para profundizar en un campo
del  conocimiento,  de  acuerdo  con  las  potencialidades  e
intereses;
 
e) La vinculación a programas de desarrollo y organización
social  y  comunitaria,  orientados  a  dar  solución  a  los
problemas sociales de su entorno;
 
f) El fomento de la conciencia y la participación responsable
del educando en acciones cívicas y de servicio social;
 
g)  La  capacidad  reflexiva  y  crítica  sobre  los  múltiples
aspectos de la realidad y la comprensión de los valores
éticos, morales, religiosos y convivencia en sociedad;
 
h) El cumplimiento de los objetivos de la educación básica
contenidos  en  los  literales  b)  del  artículo  20,  c)  del
artículo 21 y c), e), h), i), k), ñ) del artículo 22 de la
presente ley;



 
i) La formación en seguridad vial.

 
Artículo 8. Modifíquese el artículo 117 de la Ley 30 de 1992,
el cual quedará así:

Artículo 117. Las Instituciones de Educación Superior deben
adelantar programas de bienestar entendidos como el conjunto
de  actividades  que  se  orientan  al  desarrollo  físico,
psicoafectivo,  espiritual  y  social  de  los  estudiantes,
docentes y personal administrativo.
 
El Consejo Nacional de Educación Superior (CESU) determinará
las políticas de bienestar universitario y de prevención
vial. Igualmente, creará un fondo de bienestar universitario
con  recursos  del  Presupuesto  Nacional  y  de  los  entes
territoriales  que  puedan  hacer  aportes.
 
El fondo señalado anteriormente será administrado por el
Ministerio de Educación Nacional o, por la entidad que el
Ministerio delegue para estos efectos.

 
 
Artículo 9. Modifíquese el artículo 56 de la Ley 769 de 2002,
el cual quedará así:
Artículo 56. Obligatoriedad de la enseñanza. Se establece
como  obligatoria,  en  la  educación  Preescolar,  Básica
Primaria, Básica Secundaria, la enseñanza en educación vial
de manera sistemática, de conformidad con los objetivos y
propósitos señalados en la presente ley.
 
Parágrafo.  Los  Ministerios  de  Transporte  y  Educación
Nacional, tendrán un plazo de doce (12) meses a partir de la
fecha  de  sanción  de  la  presente  ley  para  expedir  la
reglamentación atinente al cumplimiento de lo dispuesto en
este  artículo  y  para  presentar  las  orientaciones  y



estrategias pedagógicas para la educación en seguridad vial
en cada uno de los niveles de educación aquí descritos.
 

 
Artículo 10. Contenidos de los programas de educación vial. El Gobierno Nacional, mediante

un trabajo coordinado entre el Ministerio de Transporte, el Ministerio de Educación y el Ministerio de Salud y

Protección Social, con apoyo del Fondo de Prevención Vial o el organismo que haga sus veces, y otras

entidades y organizaciones del sector educativo y civil especialistas en seguridad vial, desarrollarán los

programas marco para la implementación de la enseñanza en educación vial de manera sistemática en

todos los niveles de la educación formal.

 

En todo caso, los objetivos que orientarán el desarrollo de
tales programas y, en consecuencia, la formación en educación
vial  de  manera  sistemática  en  los  niveles  de  educación
preescolar,  básica  primaria  y  básica  secundaria  son  los
siguientes:
 
1. Generar hábitos, comportamientos y conductas seguros en la
vía  y  la  capacidad  de  analizar  el  riesgo  posible  con
determinadas  conductas  y  hábitos.
 
2. Fomentar sentimientos de sensibilidad social, de aprecio y
valor  por  la  vida,  las  personas,  y  la  naturaleza  que  se
proyecten más allá de la esfera individual.
 
3. Generar la toma de conciencia de cada individuo como agente
de bienestar y seguridad y agente de riesgo en la vía.
 
4. Preparar al individuo para circular por la vía pública con
reconocimiento pleno de los derechos y responsabilidades que
le competen como ciudadano.
 
5. Fomentar actitudes de cooperación y solidaridad con los
demás  y  de  reconocimiento  de  que  sus  actos  tienen
consecuencias  tanto  en  sí  mismo  como  en  los  demás.



 
6. Fomentar las actitudes de tolerancia y respeto hacia los
demás.
 
7. Desarrollar competencias que permitan evaluar con claridad
los  riesgos  a  los  que  está  expuesto  y  responder  con
comportamientos  más  racionales  en  la  vía.
 
8. Propiciar actitudes de precaución y prevención permanentes
manteniendo una constante atención del entorno.
 
9. Generar en el individuo la capacidad de evaluar las propias
capacidades y determinar qué puede y qué no puede hacer y el
riesgo  al  que  se  expone  frente  a  situaciones  que  exigen
habilidades y capacidades personales con las que no cuenta.
 
10. Preparar al individuo para participar de los debates que
se generen con ocasión de las medidas para la regulación de la
circulación y el tránsito.
 
11. Fomentar en el individuo una actitud de participación
crítica  y  creativa  para  resolver  los  conflictos
característicos  del  espacio  público.
 
Parágrafo 1. El Gobierno Nacional tendrá, a partir de entrada
en vigencia de la presente ley, doce (12) meses para convocar
a todos los actores indicados y cumplir con lo dispuesto en el
presente artículo.
 
Parágrafo 2. Formación de Docentes. Los docentes son un factor
clave del cambio en los hábitos, comportamientos y conductas
de que trata la presente ley. En razón a ello, definidos los
programas marco para la enseñanza de la seguridad vial, todas
las Entidades Territoriales adelantarán el necesario proceso
de capacitación para docentes con el objetivo de que puedan
cumplir el propósito pedagógico señalado.
 



Parágrafo  3.  Los  programas  marco  para  la  enseñanza  en
educación vial serán implementados en todas las instituciones
educativas públicas o privadas que ofrecen los niveles de
educación preescolar, básica primaria y básica secundaria en
el período lectivo inmediatamente siguiente a la expedición de
los programas de enseñanza en educación vial por parte del
Gobierno Nacional.
 
En materia de educación superior, el CESU, será el competente
para determinar las políticas de bienestar universitario y de
prevención vial.
 
 
Artículo  11.  Servicio  social  en  seguridad  vial.  Los
establecimientos educativos estatales y privados incorporarán
la enseñanza de seguridad vial como una opción en el proyecto
pedagógico que permite a los estudiantes que cursan los dos
(2) años correspondientes a la educación media realizar el
servicio social obligatorio.
 
Para tal efecto, impartirán la enseñanza de la educación vial
en  los  términos,  principios  y  objetivos  definidos  en  la
presente ley a los alumnos de grados inferiores, este programa
podrá ser ejecutado por el establecimiento en forma conjunta
con  entidades  gubernamentales  y  no  gubernamentales
especializadas  en  el  tema.
 
 
 

CAPÍTULO III
Lineamientos para el Sector Privado en Seguridad Vial

 
 

Artículo 12. Toda entidad, organización o empresa del sector
público o privado que para cumplir sus fines misionales o en



el desarrollo de sus actividades posea, fabrique, ensamble,
comercialice,  contrate,  o  administre  flotas  de  vehículos
automotores o no automotores superiores a diez (10) unidades,
o contrate o administre personal de conductores, contribuirán
al objeto de la presente ley.
 
Para  tal  efecto,  deberá  diseñar  el  Plan  Estratégico  de
Seguridad Vial que será revisado cada dos (2) años para ser
ajustado en lo que se requiera. Este Plan contendrá, como
mínimo, las siguientes acciones:
 
1. Jornadas de sensibilización del personal en materia de
seguridad vial.
 
2. Compromiso del personal de cumplir fielmente todas las
normas de tránsito.
 
3. Oferta permanente, por parte de la entidad, organización o
empresa, de cursos de seguridad vial y perfeccionamiento de la
conducción.
 
4.  Apoyar  la  consecución  de  los  objetivos  del  Estado  en
materia de seguridad vial.
 
5.  Realizar  el  pago  puntual  de  los  montos  producto  de
infracciones  a  las  normas  de  tránsito.
 
6. Conocer y difundir las normas de seguridad vial
 
 
Artículo  13.  Establecimientos  de  expendio  y/o  consumo  de
bebidas alcohólicas. Todos los establecimientos que devenguen
el cuarenta por ciento (40%) o más de sus ingresos por la
venta de bebidas alcohólicas contribuirán al objeto de la
presente ley. Para tal efecto, se comprometerán a desarrollar
acciones  orientadas  al  consumo  responsable  de  alcohol,
contenidas en un plan estratégico.



 
El Gobierno Nacional definirá los objetivos y contenidos que
deben comprender tales planes, en un período no superior a un
(1) año a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.
 
 
Artículo 14. Medios de comunicación.Los medios de comunicación
en  ejercicio  de  su  autonomía  y  del  autocontrol  que  les
compete, contribuirán al objeto de la presente ley, así:
 
1. Procurarán incorporar la aplicación de los términos de
violencia vial, siniestro de tránsito, siniestralidad vial y
actores de la vía.
 
2. Se autocontrolarán, en lo referente a conductas contrarias
al objeto y propósitos de la presente ley, en los contenidos
de su propiedad.
 
3.  Ofrecerán  servicios,  en  condiciones  de  igualdad,  en
relación  con  la  publicidad  que  tenga  por  objeto  generar
conciencia  en  el  consumidor  sobre  la  importancia  de  la
seguridad vial y de la no comisión de conductas que pongan en
riesgo la seguridad y la vida en las vías.
 
 

CAPÍTULO IV
Lineamientos para la Acción Comunitaria en Seguridad Vial

 
 
Artículo  15.  Participación  comunitaria.  La  comunidad
organizada en espacios de participación o de acción comunal
promoverá  el  cumplimiento  del  objeto  y  principios  de  la
presente ley. Para tal efecto, entre otras, podrá hacer uso de
los siguientes mecanismos y estrategias:
 
1.  Control  social  ciudadano  a  los  compromisos  de  las
administraciones territoriales en materia de seguridad vial.



 
2. Convocar el voluntariado en las respectivas comunidades
para  alentar  a  los  ciudadanos  a  respetar  los  enunciados
consignados en la tarjeta de compromiso personal en seguridad
vial de que trata el artículo 22 de la presente ley.
 
3. Alentar a las autoridades locales a mejorar las medidas de
seguridad vial en lugares que presenten siniestros viales de
manera frecuente.
 
4. Identificar lugares seguros para cruzar las vías públicas,
sobre todo en las inmediaciones de instituciones educativas.
 
 
Artículo 16. Intervención de la comunidad en la vía. Previa
autorización del Gobierno Local correspondiente, la comunidad
realizará  intervenciones  de  carácter  simbólico,  cultural  o
artístico en las áreas de exclusión y en zonas inmediatamente
aledañas  a  las  vías  con  índices  de  siniestralidad  vial
significativos a nivel barrial, con el propósito de comunicar
y hacer pedagogía en materia de hábitos, comportamientos y
conductas seguros en la vía.
 
 
Artículo 17. Compromiso comunitario. Las comunidades apoyarán
la  consecución  de  los  objetivos  del  Estado  en  materia  de
seguridad vial de toda forma posible, y participarán activa y
efectivamente de los actos, eventos, o iniciativas propuestos
desde las Administraciones o el sector privado en pro de la
Seguridad Vial.
 
 
 

CAPÍTULO V
Lineamientos para la acción estatal en seguridad vial

 



 
 

Artículo 18. Portal de la seguridad vial. El Gobierno Nacional
creará el Portal de la Seguridad Vial como una herramienta en
Internet para informar de las investigaciones y avances en
materia  de  seguridad  vial,  el  reporte  de  siniestros  de
tránsito  con  objetivos  de  concientización,  el  reporte  de
experiencias positivas en desarrollo del cumplimiento de los
contenidos de la presente ley, la posibilidad de que cualquier
ciudadano denuncie el incumplimiento de los contenidos de la
presente ley, entre otras.
 
El  diseño  técnico  y  gráfico  deberá  permitir  a  cualquier
ciudadano la posibilidad de acceder al Portal para cumplir con
lo señalado en el presente artículo.
 
 
Artículo 19. Tarjeta de compromiso personal con la seguridad
vial.  Las  Entidades  Territoriales  emitirán  la  tarjeta  de
compromiso personal con la seguridad vial. Esta tarjeta será
para  el  uso  de  los  funcionarios  y  servidores  públicos,
peatones o transeúntes, pasajeros y conductores en general.
La tarjeta contendrá enunciadas medidas de seguridad vial que
el titular se compromete a respetar y a aplicar. Para el caso
de los conductores, la tarjeta será visible en el vehículo
(automotor o no automotor).
 
Parágrafo  1°.  El  Gobierno  Nacional  reglamentará  las
características generales de la tarjeta de compromiso personal
con la seguridad vial y las Entidades Territoriales definirán
los enunciados de acuerdo al contexto propio de seguridad
vial.
 
 
Artículo 20. Incentivos al compromiso con la seguridad vial.
Las entidades, organizaciones o empresas que demuestren un



compromiso decidido en prode mejorar los problemas en materia
de seguridad vial recibirán incentivos en materia fiscal o de
contratación  pública.  El  Gobierno  Nacional  reglamentará  la
materia.
 
 
Artículo 21. Mapas de siniestralidad vial. Todas las entidades
territoriales elaborarán un mapa de siniestralidad vial con el
propósito  de  determinar  de  manera  específica  los  puntos
cruciales en que se requiere la intervención pública y las
estrategias para lograr mejorar los índices de siniestralidad
vial detectados.
 
 
Artículo 22. Énfasis en Planes de Desarrollo. Todos los Planes
de Desarrollo incluirán capítulos específicos sobre medidas en
pro de la seguridad vial en la respectiva entidad territorial
con el correspondiente presupuesto.
 
 
Artículo  23.  Rendición  de  cuentas.Anualmente  el  Gobierno
Nacional y las Entidades Territoriales rendirán un informe que
detalle las metas definidas en materia de seguridad vial y el
logro  de  cada  uno.  A  su  vez,  incluirán  los  datos  de
disminución de número de siniestros viales, número de muertos
o lesionados, valor de daños, etc. Además, rendirán un informe
de exaltación pública de entidades, organizaciones o empresas
y comunidades comprometidas con el objeto y los propósitos de
la presente ley.
 
 
 
Artículo  24.  Fuentes  de  financiación.  Para  efectos  de  la
financiación de los aspectos contenidos en la presente ley, se
tendrán como fuentes de financiación las siguientes:
 
1. Aportes del sector privado.



 
2. Cooperación internacional en materia de seguridad vial.
 
3. Recaudo de multas y sanciones de tránsito. Este recaudo, en
los términos del artículo 160 de la Ley 769 de 2002, debe ser
invertido, entre otros, en educación y seguridad vial.
 
4. Recursos provenientes del Seguro Obligatorio de Accidentes
de Tránsito.
 
5. Recursos de la subcuenta ECAT13 del Fosyga. Estos recursos
están  destinados  a  la  atención  integral  de  víctimas  de
siniestros  de  tránsito  y  fortalecimiento  de  la  red  de
urgencias.
 
6. Recursos de Peajes: La Resolución 3931 del 26 de diciembre
de  2000  (modificada  por  la  Resolución  7145  de  2001  y  la
Resolución 1124 de 2009) establece que los recursos recaudados
por  el  incremento  tarifario  en  la  tasa  de  peajes  serán
invertidos en seguridad vial.
 
 
Artículo 25. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a
partir de su promulgación y deroga las normas que le sean
contrarias.
 
 
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
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